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EN NOMBRE DEL REY

la s:guiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesto por don
Francisco Tomas y Valiente. Presidente. dun Fernando García·Mon y
GonzJ.kz-Rcgueral, don Jesus Leguina Villa. don Luis López Guerra.
don Vicente Gimeno Sendra, Magistrados, ha pronunciado

SENTENCIA

En el recurso de amparo numo 2161/l988. interpuesto por don Jordi
Puig Panclla, representado por don Emilio Alvarez Zancada v asistido
por el Letrado señor Doñate Sanglas contra Sentencia de 11 dé mayo de
1984, dictada en Consejo de Guerra ordinario. constituido en Uiida y
contra la Sentencia de la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo. de 12
de diciembre de 1988. que desestima el recurso de casación frente a la
anterior. Ha comparecido el recurrente y el Ministerio Fiscal, y ha sido
Ponente el Magistrado don Luis López Guerra. quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

l. El 29 de diciembre de 1988, tuvo entrada en el Registro de este
Tribunal un escrito de don Emilio Alvarez Zancada, Procurador de los
Tribunales que, en nombre y representación de don Jordi Puig PaneHa,
IOh:rpone recurso de amparo contra la Sentencia de 11 de mayo
de 1984, dictada en Consejo de Guerra en la causa 4 de abril de 1981.
celebrado en' la plaza de lérida y Contra la Sentencia de la Sala de lo
Militar del Tribunal Supremo, de 12 de diciembre de J988. que
desestima el recurso de casación- contra la anterior, solicitando la
nulidad de las referidas decisiones judiciales por vulneración del
principio constitucional de presunción de inocencia.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda de amparo
son, en sintesis, los' siguientes:

A) El ahora recurrente en amparo, fue condenado, junto con otros
pnK'csa~os en Consejo de Guerra ordinario constituido en Lérida, por
Scnt..:ncla de 11 de mayo de 1984, por los delitos de utilizaCIón
ilegitima de vehículo de. motor, robo con intimidación. y detención
ilegal. respectivamente, a las penas de dos aftas de prisión menor y dos
años de privación del carné de conducir, cuatro años. dos meses y un dia
de prisión menor, y dos años de prisión menor y multa de 30.000
pesl'tas.

B) Contra la anlerior Sentencia. el ahora recurrente en amparo,
junto a otros procesados, interpuso recurso de casación por quebranta­
miento de forma e infracción de ley, ante el Consejo Supremo de Justicia
r",tilitar.. El Consejo, por auto de 12 de febrero de 1985, admitió a
trámite los recursos, pero inadmitió el que se fundaba en la vulneración
del principio de presunción de inocencia. La Sala de Justicia del Consejo
Supremo de Justicia Militar. por Sentencia de 27 de febrero de 1985,
desestimó el recurso de casación POI' los motivos admitidos..

C) Interpuesto recurso de amparo contra el mencionado auto de 12
de tcbrero, el Tribunal Constitucional en STC 78/1988, estimó parcial·
mente el amparo, anulando parcialmente el mencionado auto y decla~

randa el derecho del ahora recurrente en amparo a ohtencr la tutela
judicial efectiva del Consejo Supremo de Justicia Militar, mediante Id
examen )' decisión en Sentencia del motivo de casadón referido a la
vulneraCión del principio de presunción de inocencia.

O) Constituida la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo, con
f(,.'Cha 12 de diciembre de 1988, dictó Sentencia declarando no haber
lu~ar al rccurso de casación por infracción de ley. por vulneración del
prmcipio de presunción de inocencia. SentencIa frente a la que se
formula el presente recurso de amparo.

3. la demanda invoca la vulneración en [as referidas Sentencias del
prinl.."ipio de presunción de inocencia. En su escrito analiza la practica
de la prueba de cargo realizada en el acto del Consl'jo de Guerra. En
relación al interrogatorio de los procesados, sólo se realizaron el del
ahora recurrente en amparo y dos 'testigos de la defensa, negando el
recurrente la participación en los hechos y los testIgos que portaran
armas, al ser detenidos en cnmpañía del rccurrente. Con respet~to a la
pru.:ha documenta!, no se aportó ningún docum...·mo nuevo en el acto de
la VIsta, en la que el Fiscal renunció. e.'l(pbcitameme. a la lectura
propuesta por q mismo como prueba documental. Esta Tl'nuncia
provocó la protesta de la defensa. por entender qUt'. sin una mención y
lectura contradictoria, no se podía entender practIcada la prlleb::l. En
cuanto a la testifical, depusieron vanos soldados que se encontrarnn en
el cuartel, que r.o reconocieron al ahora recurrente, los guardias eiviks

,
'~

que 10 detuv¡,,'ron. que reconocieron que no portaba armas en ese
mumento. y \arios testigos de la defensa, que declararon que el
recurrente se encontraba en esas fechas en Gerona. A pesar de ello. la
Sentencia declara probada la participación del recurrente «en base al
conjunto total de las pruebas practicadas)). Con ello, a juicio del
recurrente. se evidencia que la Sentencia fue adoptada en base a las
pruebas practicadas en autos, y no a las practicadas en el juicio oral. La
norma obliga a solo tener cuenta las pruebas practicadas en el Juicio oral
con las debidas garantias procesales. y tan sólo de modo excepcional
pueden admitirse las pruebas preconstituidas. que deben estar 50metidas
a las garantías de contradicción y publicidad. para qUe puedan aceptarse
como tales. Se detiene, especialmente, el Letrado en el hecho de que el
Fiscal renunció. publicamente. a la lectura de la prueba documental. con
lo que se pretendía entender practicada una prueba de cargo. sin
someterla al trámite de contradictoriedad y publicidad. vulnerandn
numerosa jurisprudencia del Tribunal Constitucional (Citando al res­
pecto las SSTC 101/1985 y 137(1988), que requiere que la prueba
documental ha de cumplir el requisito de su reproducción efecti va en el
juicio oral. no mediante el e.'(pediente de «tenerla por reproducida), sino
en condicIOnes que permitan al acusado someterla a contradicCIón. Al
no proceder a la lectura de la prueba documental, se infringió la garantia
procesal de la publicidad y del carácter contradictorio de todo debate
oral. de forma que no pudo entenderse por practicada la prueba
documental. Ante esta evidencia. el Tribunal Supremo responde con
una cuestión nueva: La práctica de la prueba documental queda
realizada con la lectura del apuntamiento, sustitución que es conside·
rada contraria a toda norma procesal y contra la naturaleza misma de
la prueba documental, ya que consiste en una reladón de hechos
realizada por el Juez instructor de la causa, que no puede ser confundido
con la prueba documental solicitada por cu~quiera de las opartcs. sin
que se pueda admitir que sea refundida «en lo esencial» por la figura del
Juez instructor. Concluye afinnando que los indicios de culpabilidad.
que se recogían en la causa, no fueron sujetos a una práctica de pruebas
de eargo con las debidas garantías procesales de contradictoriedad y
publicidad, por lo que en el acto de juicio oral, no se suministraron los
elementos de prueba suficientes para desvirtuar la presunción de
inocencia.

Se solicita la concesión del amparo, con anulación de la Sentencia
de I1 de mayo de 1984 del Consejo de Guerra celebrado en Lerida. y
de la SentenCia de la S~l!a de lo Militar del Tribunal Supremo de 12 de
diciembre de 19R5. por infracción del derecho fundamentJ.1 a la
presunción de inocencia.

4. La Sección cuarta, dictó providencia de 1.3 de febrero de 1989
en la que acordó. ron carácter previo a la decisión sobre la admision a
trámite de la demanda de amparo. requerir de la Capitanía General de
Ja IV Región Militar y del Tribunal Supremo. la remisión de testimonio
de la causa.

5. Por nueva providencia de 4 de mayo de 1989, la Sección
acuerda tener por recibidas las actuaciones remitidas. admitir a tnimilt'
la demanda de amparo y abrir el plazo de 20 días para la tormul;:¡ción
de akgat:iones por el l\linislerio Fiscal y el solicitante de ampJfO.

El recurrente pone de manifiesto que. con fecha postcnor a la
interposición de la demanda de amparo, se ha aprobado y publlcaoo en
el (Boletín Oficial dd Estado» la Ley Orgánica 2{1989. de 13 de .1hril,
por la que se aprueba la nueva Ley Procesal Militar. en la que se
acentúan las garantías del justiciable, mtroduciendo la asistencia letrada
desde la imputación, el prindpio de iglialdad de partes en el prc(.·cso. y
se- asegura el pnncipio de legalidad. acentuando la vinculación del
Tribunal sentenciador a la petición de las partes acusadoras, y caractcri~

zando el juicio oral como elemento esencial del J?roceso. lo que supone,
en definItiva. una adecuación del proceso mIlitar a los derechos y
garantias ('stablceidos en la Constitución española. Señala que la ('rrón~a
práctica subjetiva del Tribunal, acompañada de una legislación acomti­
IucionaL había producido un resultado contrario a la presunción de
inocencia del ano 14 C.E. Concluye, en consecuencia, solicitando la
estimación del amparo.

6. Por su parte. el Ministerio fiscal interesa la denegación del
amparo solictado. El problema se. centra en el análisis de si ha existido
en la instancia, actividad probatoria rnfnima para fundar una Scnknchl
condenatoria, es d('cir. si en el juicio oral del Consejo de Guerra St' ha
producido prul.'ba de cargo suficiente. para destruir la presunción de
ino(enda. Habicndose producido en el plenario la prueba testifical y la
declaración o interrogatorio del. acusado, asi como la documelHal
mediantl' la lectura del apuntamiento, hay que concluir que CXiSlil·)
actividad probatoria suficiente para destruirla presunción de inoC"t::lClD,
sin que pueda e.stc Tribunal, entrar en el terreno de la libre valora';:I<>n
dI: 1.:1 prueba que cornpcLL'. en exclusiva, a los tribunales ordinarios.

7. Púr providencia de 25 de mayo de 1992, se fijó para delibcra~

ción y fallo de la presente Sentencia, el día 28 siguiente.

Il. Fundamentos Jurídicos

l. I :1l'Lll'stil:'1l planteada ("n el presente rec\.ITSO de amparL'. con~i"t~,

en determinar "i en el proceso penal decidido por la Sentencia dinJd:¡

Sala Primera. Sentencia 82//991, de]$ de mamo R-eCUfSO
de amparo 2./61/1988. Contra ,)"enlencil1 t!1r.:radl1. en Con·
sejo de Guerra ordinario v contra Senft'ncia de la Sala de
/0 Afilitar del Tribunal Si,premo. desestimando recurso de
casación frente al anteriOr. ¡"ulneración del derecho a la
presunción de inocencia: Inexistencia de prueba de cargo.
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en casación por la Sala de lo ~...lílitar del Tribunal Supremo. en fecha 12
de diciembre de 1988. que declaró no haber lugar al recurso de casación.
formulado contra la Sentencia de 11 de noviembre de 1984, dictada por
el Consejo de Guerra ordinario en la causa núm. 4-IV-198! (Juzgado dc
InstrUCCión Especial de la Capitanía General de la IV Región Militar).
ha sido violado el derecho a la presunción de inocenCia. rCl'onocido en
el art. 2-1-.2 de la Constitución. por haber sido condenado el h(l~

dl,'mandantc de amparo, sin la'cxistcm:ia de una actividad prohatoria dl'
cargo.

., Conforme a reiterada doctrina de este Tribunal, la presunción de
inocL'ncia. consagrada en el arto 24.2 de la Constitución. se asienta sobre
dos ideas esenciales: De un lado. el principio de libre valoración de la
prueba en el proceso penal. que corresponde efectuar a los Jueces y
Tribunales por imperativo del arto 117.3 de la Constitución. y, de ot1"O,
que la Sentencia condenatoria se fundamente en auténticos actos de
prueba. y que la actividad probatoria sea suficiente para desvirtuar esa
presunción de inocencia, para lo cual se hace necesario que la evidenCia
que origine su resultado lo sea~ tanto con respecto a la existencia del
hl'cho punible, como en todo lo atinente a la partidpación que, en éL
tuvo el acusado.

Por lo que respecta a la segunda de las exigencias apuntadas, esto es.
a los actos o mediOS de prueba. es doctrina consolidada de este Tribunal
desde su STC 32/1981 que, únicamente, pueden considerarse autenticas
pruebas que vinculen a los ór~nos de la justicia penal. en el momento
de, dictar Sentencia las practicadas en el juicio oral. pues el procedi·
miento probatorio ha de tener lugar, necesariamente. en el debate
contradictorio que, en forma oral, se desarrolla ante el mismo Jue? o
Tribunal que ha de dictar Sentencia, de suerte que la conviCCión de éste
sobre los hechos enjuiciados, se alcance en contacto directo con los
medios aportados a tal fin por las' partes. Ahora bien, El ,Tribunal ha
manifestado que esta regla 00 puede ser entendida en un sentido tan
radical, que conduzca a negar toda eficacia probatoria a las diligencias
sumariales practicadas con las formalidades que la Constitución y el
ordenamiento procesal establecen, pues, como excepción a la expresada
regla general, este Tribunal reconoce los casos de prueba antiCIpada y
prl'construida (que no son de interés en el presente supuesto), y aquellos
supuestos en los que dichas diligencias sean reproducidas en el acto de
l.:t vista, en condiciones que permitan a (a defensa del acusado
someterlas a contradicción (entre otras, SSTC 80/1986: 82/1988:
117/1988; 217/1989;140/1991 Y 10/1992).

3. El control del cumplimiento de las garantías requeridas para la
IOtcgración del resultado de las diligencias de investigación en la
actividad probatoria, en los términos señalados, sólo puede hacerse a
través del correspondiente acta, levantada por el Secretario judicial que.
('onforme a los arts. 280 y 2S1 de la LÜPJ, ha de documentar
fehacientemente el acto y el contenido del juicio oral. Y en orden a 1<1
3l'llvidad probatoria desarrollada en d juicio oral, ha de estarse a lo que
el acta dice, y a lo que no dice. En consecuencia. no cabe aceptar en esta
vía de. amparo Que en el juicio oral se haya practicado' un determinado
medio de prueba por el solo hecho dt: que se haya pedido, e incluso que
se haya admitido, si la actuación no queda reflejada en el único
instrumento previsto para su constancia externa y fehaciente (por todas.
S5TC 161/1990 y 140/1991).

4. A la luz de la doctrina expue~ia. es preciso examinar ahora si en
el presente caso ha sido vulnerado o no el derecho a la presunción de
inocencia del recurrente de amparo, para lo cual es necesario verificar
si ha existido esa actividad probatoria suficiente que pueda estimarse de
cargo y contenga elementos incriminatorios respecto de la participación
del acusado en los hechos, dado que, aunque el órgano jurisdiccional d~
in~tancia es soberano en la libre apreciación de la prueba, como ant~s

se dijo, sin Que pueda este Tribunal entrar a conocer ac:..'Crca de la
valoración de la prueba efectuada por el Juez o Tribunal ordinario, la
función del Tribunal CoostitucionJI cuando se alega la presunción de
inocencia consiste, precisamente, en verificar si ha existido esa actividad
probatoria de la que se pueda deducir la culpabilidad del acusado tSSTC
105/1986; 169/1986; 4411987; 177/1987 Y 217/1984, entre otras
muchas).

Pues bien, el examen de las actuaciones judiciales arroja los
siguientes resultados:

a) El hoy recurrente de amparo, en sus distintas declaraciones
prestadas a lo largo del procedimiento (en el ate~tado policial, ante el
Juez Instructor y en la indagatoria), únicamente reconoció su participa­
ción en los hechos en el atestado policial, sin presencia de Abog;.¡d'>,
puesto que posteriormente, a presencia judicial, no se ratificó expresa­
mente en la. totalidad del contenido de las mismas y negó. en la
indagatoria, haber tomado parte en el asalto <'1 acuartelamiento. ASI­
mismo, en la vista del Consejo de Guerra, el r('Currente negó toda
participación en los hechos enjuiciados.

b) El dia 11 de mayo de 1985 se celebró ante el Consejo de Gucn'a
el juicio oral, en cuyo inicio abandonaron la SJ.!a. a petición propia.
todos los procesados a excepción dd hoy recurrente d~ amparo. El actCl
se inició con la lectura del apuntamiento de la causa por parte d,:l
Instructor. Posteriormente, el Ministerio Fiscal r~r1lmció a la kctura de

lús tolios propuestos como prueba documenlal y al interrogatorio de los
procesados. Por su parte. la reprcsl.'ntaóón del hoy recurrente formuló
protesta por entender que no podía darse por reproducida de esa manera
la prueba documental propuesta por el Fiscal.

c) En la vista oral comparecieron como testigos varios soldados que
se hallaban al tiempo de rl'alizarsL: el asalto en el recmto dd cuan~·1.
ninguno Lie Ins cuaks TC'COIHKió al hüy recurrente. Tamb~n prL<;~d

declaración en la vista uno de los testigos propuestos por la JdCn<.;a uej
hoy recurrente. quien manifestó que el :lcusado, alumno su~o, d L!Í<' d,'!
:..lsalto habia estado .:n Gerona realizando actiYÍdade~ l'ducati\'a~ 'r
culluralcs, .

5.. O.e lo €'í.puesto en los antecedentes. 'f en aplicacion de b c!octnna
constitucIonal aotes mencionada, puede llegarse a la conclLlslón dt: qUe
con respecto al hoy recurrente don Jordi Puig Panella. no SI.' ha lk\ ado
a cabo en el proceso penal siguiendo actividad probatoria, cOilstiltlidJ
por auté.nticos actos de prueba, que pueda entenderse de cargo.

En efecto, no cabe esumar que se haya producido en d tran5curso de
la \'ista .oral dI;'! ~onsejo de Guerra, ya la luz de lo recogid\l en el :H:ta
de la misma. actiVIdad probatona alguna relativa a la partiClpauon lid
recurren.te en los hechos por los que se prodUjO su condena. ni (!U': se
n:produJer..Ln las declaraCIOnes efectuadas por los otros c()encaus~Jos
dllra~te la fase de i~~truc.c}ón.ob~ntcs en las actuaciones. que plldlcran
refe~lrsc a su partlclpaclOn en dIchos hechos. En pnmcr térmlllo, es
precIso recordar. de una parte. que en el acto de la vista oral el ~()v

recurrente. nt:gó su participación en los hechos y que los otros
enl'3usados no estuvieron presentes, De otra parte. las distintas dl'cidl'u­
clone~ testificales prestadas tampoco pueden considerarse como incrimi­
natonas. pue~.. como ant~~ se dijo. ninguno de los testigos propuc)!o,\
por la acusaClon reconoclQ al hoy recurrente como partinpantc en d
asalto.

En segundo término, basta la lectura de la Sentencia de c¡),sacíon
dictada por la Sala de 10 tvtilitar del Tribunal Supremo para comprnb:lf
que la condena del ho)' recurrente se ha basado en las diligcnci:ls
sumariales y, mas concretamente. en las distintas declaraciones prc~la­
das por alguno de los coencausados, a lo largo de la instrucción SUm,lrl¡¡1.
Pero tales declaraciones sumariales de 10~ coprocesado5. en las qw: la
Sentencia de casación basa la condena, no fueron objeto de cOll'iid,'ra­
ción en d acto de la ",ista Dra!. puesto que, no sólo no declararoll l..)s
coproces"dos. quienes habíJn abandonado la Sala al inicio de la se'ii'ln.
sino que, según re<;ulta dd acta, el ~1inisterio Fiscal. renunl.'ió c_\prc'''a­
mente a la keturJ de todos los folios propuestos como prucba dncum,:n·
ud y el Tribun~1 dio como reproduóda la prueba documem,¡\ ,\ p('~u Jc
las protestas tormuladas por la defensa del recurrente, Es claro_ ¡1'lr
tanto, que bs declaraciones sumariales presuntamente Inc,llpatljfldS
para el hoy recurrente. ni fueron reproducidas o sometidas a CO!Hradic­
ción en e,l acto de la vista, Ol SIquiera fueron leidas en su intl'gndad. En
I.'ste sl·ntldo. ~'I h..:."Cho de que el [nstructor diese lectura. al inicjü de 1:1
vista, del apuntamiento de la CJusa. de conformidad con lo disPIlCS1,; l'n
el art. 773 del Código de Justicia rvtilitar (entonces vigentel. no permite
conSiderar que las dIstintas diligencias sumariales puedan wnstllU;r
medios de prueba validos para desvirtuar la presunción Jt.' inocencia_ Es
evidente que la sola lectura por el Instructor del resumen o extracto de
los autos realizados por el mismo, que es en lo que consiS!l: el
apuntamiento, no puede sustituir. ni por su finalidad (la de dar s,hi;¡t;¡
cuenta de las actuaciones). ni por su contenido (necesariamente limi­
tado, como lo fue en el presente caso). al necesario debate contradicluno
de las partes en el juicio oral para que, de conformidad con la lÍovr.na
constitucional antes citada. puedan adquirir eficacia prob:1toria las
diligencias :.umariales, En otro orden de cosas, también C.1IWc' JI.'
relevancia. a los efectos ahora planteados el hecho de que las disl!nlJs
partes pudieron solicitar. con ba~e en lo dispuesto en el art. r'''¡' de'l
Codigo de Justicia 1\filitar. luego de terminado el relalo del apllllt;¡­
micnto. la lel'lura integra de algunas de las diligencias de que se h:¡!l:"::-C
dado cuenta sucintamente, puesto que ni el fiscal hizo uso de d:,: ha
posibilidad, ni cra ::xigible al hoy recurrente, en su condici,Sn d~~
acusado, intcr~S<lr La reprodul\:ión de las diligencias sumarit¡it's prl'~un­
tamente incnminatorias para él.

En consecuencia a todo lo expuesto, ha de concluirse qüc LI ¡lO V

recurrente ha sido condenado únicamente a partir de las J('~'lara(i,ln':S
vertidas en el sumario, que Ol fut'ron contrastadas en la vLita or::I. 111

fueron reproducidas y sometidas a contradicción en el juicio. ni Id':!

mismas tenían. como es obvIO. carácter de prueba anticipada. E<;
lOdudahle, por tanto, que, las Scntencias impugnadas vUfner.111 d
derecho a la presunL'ión de Inocencia de don Jordi Puig P:mcil,1. P,)j 11)
que procede cstltnar el amparo por él Interpuesto, y reponerle ('n )u
dcrecho, lo que conJuce a la anubción, en lo que a él n~",pl'da, de :!s
Senwncias impugnadas.

FALLO

En atención a todo [o expuesto. el Tribunal Constitucional, PI)¡{ r -\
AUTOR1DAD (lLE LE'- CO]\,FIERE LA CONSTITUCIÓN Dr: LA ~'\c·;"'"

bPA~OL\'.
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Ha decidido

Primerl?-Declarar la .nulidad de la Sentencia de 11 de mayo
de 1984 dictada en Consejo de Guerra celebrado en Lérida en la causa
4~IV-1981. y de la Sentencia de 12de diciembre de 1988 de la Sala de
lo Militar del Tribunal Supremo, en lo que se refieren a la cOndena de
don lordi Puig Panella.

Segundo.-Re(.'onúcer d derecho del recurrente a la presunción de
inocencia.

Publíquense esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado••.
Dada en Madrid, a veintiocho de mayo de mil novecientos noventa

y dos.-Francisca Tomás y Valiente.-fernando Garcia·l\lon y González
Regueral.-Jesús Leguina ViUa.-Luis López Guerra.-Vicentc Gimeno
Sendra.-Firmado y rubricado.

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente, don Fernando Garcfa-Mon y
González-Regueral, don Jesús Leguina Villa, don Luis López Guerra y
don Vicente Gimeno Sendra, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

En el recurso de amparo 'núm. 231/1989, promovido por la Procura~
dora de los Tribunales doña Teresa Castro Rodríguez, en nombre y
representación de doña María Isabel Lorente Tallada y de doña Rosario
Uobregat Moreno, bajo la dirección letrada de doña Luisa María
Ramón Gomis, contra la Sentencia del Juzgado de Distrito núm. IJ de
Valencia, de '17 de mayo de 1988, qlle condenó a las recurrentes como
autoras de una falta contra el orden publico '1 de otra de coacciones, y
contra la Sentencia del Juzgado de InstrUCCIón núm. 14 de Valencia,
de I1 de noviembre de 1988, que confirmó en apelación la Sentencia de
instancia. Ha sido parte el Ministerio Fiscal y Ponente el Magistrado
don Fernando García·Mon y González-Regueral. quien expresa el
parecer de la Sala.

J. Antecedentes

l. Mediante escrito presentado en el Juzgado de Guardia el 3 de
febrero de 1989 y registrado en este Tribunal el siguiente dia 6, la
Procuradora de los Tribunales doña Teresa Castro Rodfíguez. en
nombre y representación de doña Ana María Lorente Lorente. doña
Pilar Junquero,García, doña Maria Isabel lorente Tallada, don Maree­
linoJiménez Martínez, don Juan Colón Ibáñez. don José Francisco Sanz
Palap. don Jorge Federico Junquera Mártires, don José Tortajada
Navarra. doña Amelia Tormo Muela, dona Rosario Llabregat Moreno.
don José Antonio Peña Quesada, don Antonio Infante Pérez, don José
Antonio Estruch Serrano. don José García Berlanga, don André Más
Carbó y don Francisco Velert Olmos, interpuso recurso de amparo
contra, la sentencia del Juzgado de Distrito numo 13 de Valencia, de 17
de mayo de 1988, dictada en el juicio de faltas núm. 461/1988. por la
que se condenó a los demandantes, Como autores de una falta contra el
orden publico y de otra de coacciones. a sendas penas de 2.000 y 1.000
pese.tas y reprensión privada. y COntra la Sentencia de fecha 11 de
nOVIembre de 1988, dictada en apelación por el Juzgado de Instrucción
num. 14 de Valencia, confirmatoria de la de primera instancia.

2. La demanda se basaba en los siguientes hechos:

A) El 13 de mayo de t 988, se celebró el juicio de faltas núm.
461/1988 en el Juzgado de Distrito mimo 13 de Valencia. fi%urando
como inculpados los recurrentes, además de otra5 personas que no han
interpuesto demanda de ampnro; Los hechos objeto de enjuiciamiento
conslstian en una presunta alteración del orden perpetadil en la sede de
la Agencia Consular de los EE.UU. en Valencia. Comparecieron a la
vista, además de lbs inculpados, asistidos por dos Abogados defensores,
la denunciante de los hechos, Agente Consular de los Estados Unidos de
América en Valencia, por sí misma. y el Ministerio Fiscal.

B) Una vez practlcadas las pruehas propuestas por las partes, el
Ministerio Fiscal solícitó la absolución de todos 105 inculpados, ciTién­
dcs~ la intervención de los Letrados defensores a adherirse a tal
solicitud, a la par Que interesaban la condena de la denunciante como
autora de una falta. de vejaciones injustas, así como la deducción de
testimonio en lo referente a la intervención policial en los hechos de
autos, por scrésta. a juicio de Jos interesados, pre<,untamente delictiva
$t~gun habían revelado las pruebas pr3cticadas.

la denunciante no formuló ninguna ~tició:l expresa de condena ni
de reparación; antes bien, manifestó su no 0p'.1sición a la petirión de
ambas partes, tal como eonsta en el acta del Juicio.

C) El 17 de mayo de ! 988, el Juzgado de Distrlto núm. 13 de
Yak'ocia dictó una Sentencia en la que condenaba a Jos demandantes
de amparo como autores de una falta Contra el orden público y de otra
de coacciones. pese a no haberse formulado acusación por ninguna de
las partes comparecientes. Dicha Sentencia fue recurrida en apelación
por los demandantes alegándose vulneración del principio acusatorio,
dada la inexistencia de acusación formulada contra elJos. e incongruen­
cia omisiva, por no contener pronunciamiento preciso sobre las cuestio­
nes de Derecho propuestas formalmente por las partes. concretamente
sobre las peticiones de condena de la denunciante formuladas por los­
Letrados de los recurrentes, así como sobre la deducción de testimonio
por hechos presuntamente delictivos revelados en el curso de la prueba.

D) Transcurrido el término del emplazamiento y comparecida
unÍC'amente la parte apelante. se celebró la vista en la que aquélla se
limitó a incidir en el vicio procesal cometido por el Juez a qtla. instando
la declaración de nulidad de la Sentencia apelada, y el Ministerio Fisca1.
no obstante su inicial petición, y el Letmdo de la denunciante. que no
se había personado en el término del emplazamiento, soliótaron la
confirmación del pronunciamiento condenatorio.

E) Con,fecha de 11 de noviembre de 1988, el Juzgado de Instancia
numo 14 de Valencia dictó una Sentencia en la que continnaba la
Resolución recaída en primera instancia.

La demanda considera infrigidos los derechos a la tutela judicial
efectiva, a la no indefensión, a la defensa, a ser mformados d·~ la
acusación, ~ un proceso con todas 135 garantías, reconOCido!; en el
art. 24.1 y .. de la CE., e interesa se declare la nulidad de las S~ntcncia:>
recurridas. Solicitando además, de confonnidad con lo dispuesto en el
arto 56 de la LOTe la suspensión de su ejecución «por entender que de
dicha sus~nsión no cabe deducir razonablemente ningún perjuicio ()
perturbaCión para el interés general o de tereeros. mientr~s que el
cumplimiento de las mis'mas. en el caso de que se otorgílra ulterl(irmente
el amparo. supondría serias dificultades a la hora de aqUlbt:Jr b
reparación del dano y proceder a la satisfacción de !;:O5 recurrclllt·<;••.

la demanda se basa en los siguientes argumentos p:lra ro/1siderar
lesionados los derechos fundamentales invocados: En primer !l¡grIL d
pronunciamiento condenatorio se ha producido sin mediar aCU:l,~h':1(Jr1

previa. esto es. sin observar las exigencias. del principio acusatorio; y. c-n
segundo lugar. ha habido incongruencia omisiv3 por cuanto los órgano,>
jurisdiccionales no resolvieron acerca de la solicitud de deducCI(Jn de
testimonio y de la petición de condena que los recurrentes habían
instado en relación con la denunciante.

3. Por providencia de 23 de febrero de 1989, la Sección acordó
tener por interpuesto el presente recurso de amparo y conceder a la
representación de los demandantes, de eonfonnidad con lo dispuesto en
el arto 50.5 de la LOTC, un plazo de diez dias para que pn.'sen1;l<'C el
poder acreditativo de su representación, y para que justificase ft'h::a:icl1~

te'mente la fecha de notificación de la Sentencia de techa I l de
noviembre de 1988. dictada en apelación por el Juzgado de Instrucción
numo 14 de ValenCIa, a los efectos del cómputo del plaLO es¡ahb.'ldo I.."n
el art. 44.2 de la LOTe En cuanto a la petidón de suspensión. se aplazó
cualquil'r resolución a ulla previa decisión sobre la admisión del recUISO.

4. Con fecha de 14 de marzo de 1989. la Procuradora de los
Tribunales doña Teresa Castro Rodríguez presentó un escrito en d 'lut'
manifeslaba que no había podido localizar a algunos de sus mandantes.
acampanando poderes otorgados por don José Francisco Sanz Palop.
don Marcdino Jiménez Martinez, don Josep Antoni Estruch Serrarro,
don AntonIO ~1anuel (nfante perez.doña Ana Maria Lorcnte lúrerltc.
don Jorge Federico Junquera Mártires, don Juan Colón Ibánci':. doi\a
María (sabel Lor.:nte Tallada. doña Amelia Dolores Tormo r...lucla v
doña Pilar Junquera Garcia, y certificación acreditativa de la netifica~
ción de 1.1 mencionada Sentencia a don Andréu Más Carbó. efcebada el
2 de febrero de 1989.

5. Por providencia de 3 de abril de 1989, la Sección acordó tener
por recibido el a01crior escrito y conceder a la citada ProcurJdora un
nuevo y último plazo de diez días para que prescntnse los pod;::rcs y
cédulo.s de notific:ación correspondientes al resto de los recum:r.tes. a
efcctos de lo dispuc'ito en los ílrts. 50.5, 85.2 Y44.2 de la LOTe. Lo quc
así hizo mediante escrito presentado el 18 de abril de 1989. acompanado
de los poderes otorgados por don José Antonio Pena Quesada, dnn José
Luis Tortaja Navarro, dona María Rosario Llobreg:n Moreno y d.on José
Garcia Bcrlan~a, a,;i como de certificaciones de la fecha de notificilción
de la Sentencia dictada en apelación a cada uno de los dlstintos
recurrentes.

Sala Primera. Sentencia 83/1992, de 28 de mayo. Recurso
di? amparo 2311/989, contra Sentencia del Juzgado de
Distrito mimo 13 de Valencia, condenatoria de lasrecurren­
les como autoras de una jaita contra el orden público y otra
de coacciones, as[ como contra Sentencia del Juzgado de
Instrucción número 14 de Valencia. confirmatoria en
apelación de fa anterior. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: lndl'!ensión causada por inobsen'ancia del
principio acusatorio.
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